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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, nueve (09) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: SOVEIDA SOCARRAS NIEVES 
DEMANDADO: NACION – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL 

– FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR  

RADICADO 20-001-33-33-008-2018-00505-00 
 

 
Procede el Despacho a pronunciarse sobre el impedimento esgrimido por el titular 
del Juzgado Octavo Administrativo de esta ciudad, lo que se realiza previo las 
siguientes,  

CONSIDERACIONES 

Considera el titular del despacho que se declaró impedido porque su cónyuge tiene 
contrato de prestación de servicios profesionales vigente con el ente territorial 
demandado, lo que lo encuadra dentro de la causal señalada en el numeral 4 del 
artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, que dice: 

“Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de los 
parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad 
o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de alguna de las partes o 
de los terceros interesados vinculados al proceso, o tengan la condición de 
representantes legales o socios mayoritarios de una de las sociedades contratistas 
de alguna de las partes o de los terceros interesados”. 

En efecto, el titular del Juzgado Octavo Administrativo de Valledupar aportó las 
pruebas que nos permite constatar la vinculación de su cónyuge con el 
Departamento del Cesar; sin embargo, no se aceptará el impedimento alegado, 
pues la lectura de la norma transcrita no puede realizarse solo literalmente, sino a 
través de los fines y principios que la orientaron, es decir atendiendo su teleología, 
que no es otra que la defensa de la autonomía, independencia e imparcialidad del 
Juez, principios que no se vislumbran amenazados, en la medida que su cónyuge, 
no aparece participando en ninguna parte del trámite que nos ocupa, en 
consecuencia, las condiciones que se alegan en nada afecta la conducta del 
funcionario judicial para obrar rectamente en esta actuación y de contera para 
declararse impedido, en consecuencia no se le aceptará el impedimento.  

El numeral 1 del artículo 131 de la Ley 1437 de 2011, señala: 

“El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que trata el 
artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su existencia, 
expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito dirigido al juez que le siga 
en turno para que resuelva de plano si es o no fundado y, de aceptarla, asumirá el 
conocimiento del asunto; si no, lo devolverá para que aquel continúe con el trámite” 
(Resaltado es del Despacho)                      

     

 

 



Auto que no acepta impedimento 
Rad: 08-2018-00505 

Los anteriores resaltados implican dos situaciones, una, que la presente decisión 
es de plano, es decir que no admite recursos, y dos, que se devolverá el proceso 
para que el Juez Octavo Administrativo de esta ciudad continúe con su 
conocimiento, sin trámite, objeción o miramiento alguno.    

En razón y mérito a lo antes expuesto el Juzgado Primero Administrativo de 
Valledupar 

RESUELVE 

PRIMERO: No aceptar el impedimento puesto en conocimiento de este Despacho 
por el Juez Octavo Administrativo de Valledupar. 

SEGUNDO: Devolver la actuación en forma inmediata y de manera directa al 
Juzgado Octavo Administrativo de Valledupar para que continúe conociéndola, para 
lo de su cargo.    

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 

 
JAIME ALFONSO CASTRO MARTINEZ 

Juez Primero Administrativo 
 
 
J1/JCM/sbb 
 

 

 



 

 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, nueve (09) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE: HERNAN JOSE ACOSTA RODRIGUEZ 
DEMANDADO: NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  
RADICADO 20-001-33-33-008-2019-00419-00 

 
Por reunir los requisitos legales, admítase la anterior demanda promovida por 
HERNAN JOSE ACOSTA RODRIGUEZ, quien actúa a través de apoderado judicial, 
contra NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, en consecuencia se ordena:      
 

1. Notifíquese en forma personal y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
199 de la Ley 1437 de 2011 (C.P.A.C.A.), modificado por el 612 de la Ley 1564 
de 2012 (C. G. del P.) al representante legal de la entidad demandada, o a 
quien haga sus veces o lo reemplace al momento de la diligencia.  

2. Notifíquese en forma personal al Procurador Delegado para Asuntos 
Administrativos y al Agente Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

3. Que el demandante deposite en la cuenta corriente No 3-082-00-000636-6 en 
el Banco Agrario de esta ciudad, convenio 13476, denominada DERECHOS, 
EMOLUMENTOS y COSTOS, dentro del término de Veinte (20) días, la suma 
de SESENTA MIL PESOS ($60.000), para los gastos ordinarios del proceso. 

4. Córrasele traslado a los demandantes que se han ordenado notificar de 
conformidad con lo ordenado en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011 
(C.P.A.C.A.), 

5. Requerir a los demandados para que con la contestación alleguen, si es del 
caso, los documentos a que hace referencia el parágrafo 1 del artículo 175 del 
CPACA, so pena de incurrir en falta disciplinaria gravísima. Así mismo, sea 
aportada en el escrito de contestación la dirección de correo electrónico del 
apoderado quien la suscribe.  

6. Reconocer personería jurídica al Doctor JORGE ELIECER BARRANCO 
QUIROZ, como apoderado judicial de la parte actora. 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 

 
 

JAIME ALFONSO CASTRO MARTINEZ 
Juez Primero Administrativo 

 
 
J1/JCM/sbb 

     

 

 



 

 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, nueve (09) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE: MARIA DEL PILAR PAVAJEAU OSPINO 
DEMANDADO: NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  
RADICADO 20-001-33-33-008-2020-00054-00 

 
Por reunir los requisitos legales, admítase la anterior demanda promovida por 
MARIA DEL PILAR PAVAJEAU OSPINO, quien actúa a través de apoderado 
judicial, contra NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, en consecuencia se ordena:      
 

1. Notifíquese en forma personal y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
199 de la Ley 1437 de 2011 (C.P.A.C.A.), modificado por el 612 de la Ley 1564 
de 2012 (C. G. del P.) al representante legal de la entidad demandada, o a 
quien haga sus veces o lo reemplace al momento de la diligencia.  

2. Notifíquese en forma personal al Procurador Delegado para Asuntos 
Administrativos y al Agente Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

3. Que el demandante deposite en la cuenta corriente No 3-082-00-000636-6 en 
el Banco Agrario de esta ciudad, convenio 13476, denominada DERECHOS, 
EMOLUMENTOS y COSTOS, dentro del término de Veinte (20) días, la suma 
de SESENTA MIL PESOS ($60.000), para los gastos ordinarios del proceso. 

4. Córrasele traslado a los demandantes que se han ordenado notificar de 
conformidad con lo ordenado en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011 
(C.P.A.C.A.), 

5. Requerir a los demandados para que con la contestación alleguen, si es del 
caso, los documentos a que hace referencia el parágrafo 1 del artículo 175 del 
CPACA, so pena de incurrir en falta disciplinaria gravísima. Así mismo, sea 
aportada en el escrito de contestación la dirección de correo electrónico del 
apoderado quien la suscribe.  

6. Reconocer personería jurídica a la Doctora ELIZABETH VILLALOBOS 
CAAMAÑO, como apoderada judicial de la parte actora. 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 

 
 

JAIME ALFONSO CASTRO MARTINEZ 
Juez Primero Administrativo 

 
 
J1/JCM/sbb 

     

 

 



 

 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR  

 
Valledupar, nueve (09) de Noviembre de Dos Mil Veinte (2020) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: LUIS EDUARDO JACOME CONTRERAS 
DEMANDADO: COLPENSIONES 
Radicación: 20-001-33-33-001-2020-00111-00 
 
 
Por haber sido subsanada y reunir los requisitos legales, admítase la anterior 
demanda promovida por LUIS EDUARDO JACOME CONTRERAS, quien actúa a 
través de apoderado judicial, contra COLPENSIONES, en consecuencia se ordena:      
 

1. Notifíquese en forma personal y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
199 de la Ley 1437 de 2011 (C.P.A.C.A.), modificado por el 612 de la Ley 1564 
de 2012 (C. G. del P.) al representante legal de la entidad demandada, o a 
quien haga sus veces o lo reemplace al momento de la diligencia.  

2. Notifíquese en forma personal al Procurador Delegado para Asuntos 
Administrativos y al Agente Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

3. Que el demandante deposite en la cuenta corriente No 3-082-00-000636-6 en 
el Banco Agrario de esta ciudad, convenio 13476, denominada DERECHOS, 
EMOLUMENTOS y COSTOS, dentro del término de Veinte (20) días, la suma 
de SESENTA MIL PESOS ($60.000), para los gastos ordinarios del proceso. 

4. Córrasele traslado a los demandantes que se han ordenado notificar de 
conformidad con lo ordenado en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011 
(C.P.A.C.A.), 

5. Requerir a los demandados para que con la contestación alleguen, si es del 
caso, los documentos a que hace referencia el parágrafo 1 del artículo 175 del 
CPACA, so pena de incurrir en falta disciplinaria gravísima. Así mismo, sea 
aportada en el escrito de contestación la dirección de correo electrónico del 
apoderado quien la suscribe.  

6. Reconocer personería jurídica al Doctor TOMAS ENRIQUE NUÑEZ SOLANO, 
como apoderado judicial de la parte actora. 

 
Procede el Despacho a pronunciarse respecto a la medida provisional solicitada 
presentada por el apoderado judicial de la parte actora, consistente en la suspensión 
provisional de la Resolución SUB 297797 del 28 de octubre de 2019, con número 
radicado 2019-14476010-9 emitida por COLPENSIONES, que niega el estado de 
invalidez del Señor JACOME CONTRERAS, y por consiguiente revoca el estado de 
pensionado adquirido previamente por el demandante, mediante Resolución SUB 
2947768 del 22 de diciembre de 2017, radicado 2017-13171688. 
 
Dentro del escrito de medidas cautelares, ademas depreca el actor que como 
restablecimiento del derecho se ordene la continuación en el pago de las mesadas 
pensionales a favor del demandante, y adicionalmente se ordene el 
restablecimiento de la prestación del servicio de salud a cargo de la AFP 
COLPENSIONES, para así poder continuar con los tratamientos médicos, respecto 
de las enfermedades que padece el actor, y que dieron origen a la invalidez. Esto 
ultimo, a fin de evitar un daño irreparable. 
 

     

 

 



Auto que admite tutela y resuelve medida provisional 
Rad.: 2020-00111 

2 
 

Del traslado de la medida provisional, COLPENSIONES no hizo uso del término, 
pese a haber sido notificada dicha entidad, como se puede constatar en el 
expediente.  

Para resolver se considera, 

En el capítulo XI, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo estableció la posibilidad de decretar medidas cautelares en los 
procesos que se adelanten en esta jurisdicción, sin que la decisión implique 
prejuzgamiento por parte del operador jurídico respecto del asunto sometido a 
examen. 

El contenido de dicha regulación permite que el juez pueda decretar una amplia 
gama de medidas de naturaleza preventiva, conservativa, anticipativa y de 
suspensión, pero es claro que frente a los actos administrativos, tanto de carácter 
general como particular, opera principalmente la suspensión provisional de los 
efectos jurídicos. 

A partir de las normas que regulan las medidas cautelares y según lo dispuesto en 
el artículo 229 del CPACA, la suspensión provisional de los efectos de un acto 
administrativo exige la “petición de parte debidamente sustentada”.1 

Cuando se pretenda la suspensión provisional en ejercicio de los medios de control 
de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho, es necesario acreditar el 
cumplimiento de los requisitos fijados en el artículo 231 del CPACA, que a su vez 
dispone: 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda 
la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos 
procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la 
solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis 
del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como 
violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 
perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos. 

En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran 
los siguientes requisitos: 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del 
derecho o de los derechos invocados. 

3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público negar 
la medida cautelar que concederla. 

4.  Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 
efectos de la sentencia serían nugatorios.” 

 

De lo dicho con anterioridad este Despacho ordenará negar la medida provisional 
presentada, por muchas razones a saber: como primera medida de los documentos 
allegados no se pudo concluir que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla, toda vez que no sólo porque mediante 
                                                           
1 Sentencia de radicación número: 68001-23-33-000-2016-00149-01. 



Auto que admite tutela y resuelve medida provisional 
Rad.: 2020-00111 

3 
 

ésta se persiguen intereses individuales y particulares que afectan única y 
exclusivamente al demandante, sino además porque de existir una eventual 
condena el restablecimiento del derecho que se persigue implica sólo una obligación 
de hacer, además que, de concederla se le estarían dando efectos restitutorios a la 
misma, lo cual es contrario a la naturaleza de la suspensión provisional.  

Aunado a ello, considera este Despacho que no están demostrados los 
presupuestos que permitan inferir que el acto administrativo demandado se 
encuentra revestido de ilegalidad, argumento que encuentra su apoyo en la 
jurisprudencia contencioso administrativa que ha establecido que aparte de los 
requisitos previstos por el CPACA., también es necesario que en el escrito de 
suspensión provisional se indiquen de manera expresa y de forma específica no 
solo las normas trasgredidas, sino que también se deben exponer las razones por 
las cuales el actor considera que dicha violación reviste carácter manifiesto. Si 
agotado el estudio de los requerimientos señalados, el juez concluye que no se han 
cumplido satisfactoriamente y que es necesario un estudio de fondo para esclarecer 
la legalidad del acto administrativo, es deber del mismo agotar el procedimiento 
pertinente y aplazar el pronunciamiento sobre la validez del acto demandado hasta 
el momento en que dicte sentencia. 

En el caso en concreto este Despacho considera que para estudiar los extremos 
temporales es menester estudiar el acto administrativo del que se busca la 
suspensión, y de esta manera llevar al convencimiento del juez respecto a la 
legalidad y/o ilegalidad del acto administrativo demandado, así se puede traer a 
colación lo dispuesto por el Consejo de Estado en diversas providencias donde ha 
determinado que para que sea posible la suspensión, debe el acto administrativo 
acusado violar o contrariar de “manera clara ostensible, flagrante o manifiesta lo 
dispuesto en normas superiores”, sin que el Juez deba hacer ningún tipo de 
esfuerzo; debe ser evidente, y de no ser así debe negar la medida, como en efecto 
se hará en esta oportunidad. 

Por lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Valledupar,  

R E S U E L V E 

Negar la medida cautelar consistente en la suspensión provisional del acto 
administrativo demandado, formulada por el apoderado judicial de la parte 
demandante. 

   
Notifíquese y Cúmplase 

 

 
 
 

JAIME ALFONSO CASTRO MARTINEZ 
Juez Primero Administrativo 

 

 
 

 
J1/JCM/sbb 
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